JURISPRUDENCIA

Ingresos brutos. Saldos a favor del contribuyente. Compensaciones. Procedencia cuando los créditos adquieran el carácter de exigibilidad y firmeza. Multa por omisión. Responsabilidad solidaria. Albosa S.R.L., T.F.A. P.B.A., 19/8/08.

AUTOS Y VISTOS: el Expte. 2306-658011 del año 2002 caratulado: “Albosa S.R.L.”; y

RESULTANDO:

Que se inician las presentes actuaciones con el pedido de verificación y orden de inspección del cumplimiento de las obligaciones fiscales –F. R-269 V2, obrante a f. 1–, respecto del impuesto sobre los ingresos brutos.

Que cumplimentados los trámites verificatorios dispuestos y habiéndose detectado diferencias a favor del Fisco provincial, a fs. 437/438 se corre el traslado previsto en el art. 39 del Código Fiscal, t.o. en 1999.

Que habiendo expresado el contribuyente su manifiesta disconformidad (f. 447) y producido el informe final de los inspectores actuantes (fs. 439/446) y su ampliación (fs. 536/542) a fs. 560/564, la Jefatura del Departamento Fiscalización de Vicente López, dependiente de la Dirección de Fiscalización Area Metropolitana de la Dirección Provincial de Rentas, dicta la Res. 705/06 por medio de la que declara iniciado el procedimiento determinativo y sumarial respecto del contribuyente Albosa S.R.L. conforme lo normado por el art. 102 del Código Fiscal –t.o. en 2004–, por el impuesto sobre los ingresos brutos por los períodos fiscales 2000 (enero a diciembre), 2001 (enero a diciembre), 2002 (enero a diciembre) y 2003 (enero a marzo). Asimismo, se ordena instruir sumario por la presunta infracción prevista y penada en el art. 53 del Código Fiscal y establece “prima facie” la responsabilidad solidaria e ilimitada con el contribuyente de los Sres. Horacio Edgardo Domenicone y Susana Inés Yañez.

Que a fs. 604/606 el Sr. Horacio Domenicone en su carácter de gerente del contribuyente presenta descargo. A fs. 632/635 y a fs. 651/654 hacen lo propio, por su derecho y respectivamente, la Sra. Susana Yañez y el Sr. Horacio Domenicone.

Que a fs. 679/635 la Jefatura del Departamento de Fiscalización Morón, dependiente de la Dirección Adjunta de Fiscalización de la Dirección Provincial de Rentas, dicta la Res. 1.224/06, por medio de la que procede a determinar las obligaciones fiscales de la firma Albosa S.R.L. respecto del impuesto sobre los ingresos brutos correspondientes a los períodos fiscales 2000 (enero a diciembre), 2001 (enero a diciembre), 2002 (enero a diciembre) y 2003 (enero a marzo), estableciendo diferencias surgidas a favor del Fisco provincial por la suma total de pesos dieciséis mil ochocientos veinticinco con dieciocho centavos ($ 16.825,18), de conformidad con las actividades, montos imponibles, tratamientos fiscales, impuestos y pagos reflejados en los F. R-055 (fs. 477/480/483), R-113 (fs. 486/489/492/495) y R-222 (fs. 675/8). Por su parte, aplica una multa equivalente al veinte por ciento (20%) del monto involucrado, por haber constatado la comisión de la infracción prevista en el art. 53 del Código Fiscal (t.o. en 2004). Finalmente, en orden a lo dispuesto en los arts. 18, 21 y 55 del mismo ordenamiento legal, se establece la responsabilidad solidaria e ilimitada con el contribuyente de autos, por el pago del gravamen, recargos, intereses y la multa aplicada de los Sres. Horacio Edgardo Domenicone y Susana Inés Yañez.

Que a fs. 726/728, el Sr. Horacio Domenicone, en su carácter de sociogerente y apoderado de Albosa S.R.L. con el patrocinio del Dr. Marcelo Hugo Pérez, interpone recurso de apelación en los términos del art. 104, inc. b), del Código Fiscal –t.o. en 2004–.

Que a f. 826 se elevan las actuaciones a este cuerpo, de conformidad con lo normado en el art. 110 del Código Fiscal (t.o. en 2004 y cs. de años anteriores).

Que a f. 827 se deja constancia que se adjudica la presente causa a la Dra. Cdra. Silvia Ester Hardoy, a cargo de la Vocalía de la 9na. Nominación, entendiendo en la misma la Sala 3ra. Asimismo, se da impulso procesal a la causa intimándose el pago de la contribución establecida en el art. 12, inc. g), “in fine”, de la Ley 6.716 y del anticipo previsional previsto en el art. 13 de dicha norma.

Que cumplidas las intimaciones cursadas, se corre traslado del recurso articulado a la representación fiscal para que conteste agravios y en su caso oponga excepciones, en los términos del art. 111 del Código Fiscal –t.o. en 2004– (f. 832).

Que a fs. 838/839 la representación fiscal contesta el traslado conferido.

Que a f. 842 se tiene presente la documental acompañada y se desestima por innecesaria la pericial contable propuesta. Asimismo, atento el estado de las actuaciones, se dispone el llamamiento de autos para sentencia, providencia que notificada a las partes mediante las cédulas obrantes a fs. 843/844 ha quedado consentida.

Y CONSIDERANDO:

I. Que en el recurso de apelación interpuesto la recurrente se agravia de la circunstancia que la Dirección Provincial de Rentas pretende injustificadamente determinar el impuesto sobre los ingresos brutos sin tener en cuenta la dinámica propia de la liquidación del tributo. Así las cosas, refieren que los inspectores procedieron a ajustar el monto imponible declarado por la firma por haber detectado una diferencia en los coeficientes de asignación de la base imponible. Dicha circunstancia determinó que los montos ajustados en los primeros seis meses del año 2000 resultaran menores que las bases imponibles declaradas por el contribuyente, derivándose de ello que la firma haya abonado en exceso el tributo en dichos períodos.

Que sin embargo la resolución determinativa no ha compensado dichos saldos a favor del contribuyente, aduciendo que la deuda debe encontrarse firme. En ese orden, el Fisco sostiene que hasta tanto la determinación adquiera firmeza no resultan de aplicación los arts. 93 y 94 del Código Fiscal vigente.

Que el recurrente objeta dicho temperamento alegando que resulta evidente que se ha iniciado un proceso determinativo a pesar de no adeudarse impuesto alguno. En orden a ello, tampoco corresponde abonar suma alguna en concepto de recargos e intereses. Con relación a la multa aplicada objeta la configuración de la conducta infraccional, por idénticos argumentos.

Que finalmente con relación a la atribución de responsabilidad a los gerentes de la firma tampoco resulta legítimo el acto, en la medida que se han desarrollado las funciones propias de dichos cargos en forma idónea. Ello así toda vez que la supuesta deuda reclamada se encuentra completamente regularizada.

Que ofrece prueba testimonial y formula reserva en los términos del art. 14 de la Ley 48, solicitando se deje sin efecto la resolución impugnada.

II. Que a su turno, la representación fiscal, luego de resumir los antecedentes del caso y los agravios introducidos por el apelante, señala que resulta erróneo el razonamiento esgrimido por el quejoso por cuanto la existencia de saldos a favor no significa la inexistencia de deuda, toda vez que para que proceda la compensación, tanto el crédito como el débito deben resultar exigibles. Dicha circunstancia no acontece en autos en la medida que el cuestionamiento articulado por el contribuyente al acto administrativo dictado impide la operatividad del instituto.

Que en ese orden resulta un verdadero dispendio de actividad el tema en debate, en la medida que practicada la liquidación definitiva y presentados que sean los pertinentes comprobantes de pago originales de las posiciones en que surgen saldos a favor del contribuyente para su debida intervención por la autoridad tributaria éste podrá exigir la compensación pertinente.

Que por su parte advierte el error en que ha incurrido el juez administrativo al pretender sancionar la conducta del contribuyente por el incumplimiento de las obligaciones fiscales a su cargo, cuando se detectan anteriores saldos a favor del mismo. Ello por cuanto el efecto de la compensación referenciada hará que desaparezcan los cargos infraccionales efectuados. Sin embargo, el incumplimiento habría existido con relación a los montos excluidos del acto determinativo, respecto de las sumas incluidas en la regularización del régimen autorizado por la Ley 12.914, efectivizada con anterioridad a la notificación de la resolución de inicio del procedimiento. A partir de ello y lo dispuesto por el primer párrafo del art. 56 del Código Fiscal, la multa dispuesta en autos debería graduarse en un tercio del mínimo de la escala prevista en el art. 53 de dicho ordenamiento.

Que finalmente sobre la base de lo expuesto deberá confirmarse la responsabilidad solidaria atribuida, en lo que se refiere a la sanción aplicada.

Que consecuentemente solicita se disponga la reliquidación de la sanción dispuesta en autos y se confirme la procedencia de la compensación de saldos deudores y acreedores para la etapa procesal oportuna.

III. Voto de la Dra. Cdra. Silvia Ester Hardoy: que habiendo quedado delineado el agravio sometido a la decisión de este Tribunal corresponde abocarse a su tratamiento. En tal sentido, debe señalarse que tal como surge de las presentes actuaciones, la recurrente se agravia sosteniendo la incorrecta determinación de la deuda, atento haberse omitido computar los saldos a favor del contribuyente establecidos en los F. R-222 que forman parte integrante del acto determinativo.

Que en ese orden cabe adelantar que le asiste razón al apelante toda vez que se observa –a simple vista– la omisión de consignar en la parte resolutiva del acto recurrido los saldos a favor del contribuyente.

Que la suscripta en autos “Giac Gas S.A.”, de fecha 28/11/06 (Registro 1020), entre muchas otros (ver por todas el voto formulado, in re, “Deheza S.A.I.C.F. e I.” del 6 de marzo de 2008, Registro 1351) siguiendo a destacada doctrina nacional, ha señalado que “La ley establece en forma objetiva y general las circunstancias o presupuestos de hecho de cuya producción deriva la sujeción al tributo. Pero ese mandato indeterminado tiene su secuencia en una operación posterior, mediante la cual la norma de la ley se particulariza, se adapta a la situación de cada persona que pueda hallarse incluida en los presupuestos fácticos previstos; dicho de otra manera, la situación objetiva contemplada por la ley se concreta y exterioriza en cada caso particular. En materia tributaria, esta operación se llama determinación” (Carlos M. Giuliani Fonrouge, “Derecho financiero”, 4ta. edición, Ed. Depalma, Buenos Aires, año 1987, pp. 527-529), agregando que “... la determinación de la obligación tributaria consiste en el acto o conjunto de actos emanados de la administración, de los particulares o de ambos coordinadamente, destinados a establecer en cada caso particular la configuración del presupuesto de hecho, la medida de lo imponible y el alcance de la obligación” (Carlos M. Giuliani Fonrouge, ob. cit., pp. 529; también la C.N. Fed. Cont. Adm., Sala V, in re, “Algora Comercial e Industrial SCA”, de fecha 10/3/97, publicado en Imp. T. LV-B-1703).

Que según se observa del concepto de determinación del tributo, es posible afirmar que no necesariamente deben surgir saldos a favor del Fisco, sino que –en ciertos casos– puede acontecer que surjan saldos a favor del contribuyente. Lo expuesto, no se ve modificado porque la determinación tributaria sea efectuada de oficio por la autoridad de aplicación, toda vez que según lo prescribe el art. 37, segundo párrafo, del Código Fiscal –t.o. en 2004 y cs. de años anteriores– “Cuando el contribuyente o responsable no hubiere presentado declaración jurada o la misma resultare inexacta, por falsedad o error en los datos o errónea aplicación de las normas fiscales o en el caso de liquidación administrativa mencionada en el art. 35, la autoridad de aplicación determinará de oficio la obligación fiscal, sobre base cierta o presunta”. De la cita expuesta, surgen los casos en los cuales la autoridad de aplicación debe determinar la obligación tributaria, prescindiendo del resultado de dicha determinación, o en otros términos la norma no tiene en cuenta si en virtud de la determinación de oficio surgen saldos a favor del Fisco o del contribuyente.

Que así las cosas, también corresponde recordar que esta Sala ha considerado aplicable al tributo de marras la teoría de las correcciones simétricas para los anticipos de impuesto (cfr. autos “Centro de Analistas Clínicos Distrito X”, de fecha 16 de setiembre de 2004, Registro 456, y las consideraciones allí efectuadas), por surgir ello implícitamente del art. 197 del Código Fiscal –t.o. en 2004 y cs. de años anteriores–. A ello debe agregarse que, en aquellos casos en que existan saldos a favor del contribuyente originados en las percepciones y retenciones sufridas, la reglamentación expresamente así lo prevé –cfr. art. 330 de la Disp. Norm. D.P.R. “B” 1/04–. Asimismo, no puede desconocerse que el art. 93 del Código Fiscal (t.o. en 2004 y cs. anteriores) expresamente dispone: “La autoridad de aplicación deberá compensar, de oficio o a pedido de los contribuyentes, los saldos acreedores, cualquiera sea la forma o procedimiento en que se establezcan, con las deudas o saldos deudores de gravámenes declarados por los contribuyentes o responsables o determinados por la autoridad de aplicación ...” (el resaltado no obra en su original).

Que también se observa que el art. 94, primer párrafo, de dicho Código dispone que “La autoridad de aplicación deberá, de oficio o a pedido del interesado, acreditar o devolver las sumas que resulten en beneficio del contribuyente o responsable por pagos no debidos o excesivos”.

Que en el sentido indicado, al analizar el acto de determinación de oficio, resultante de una actuación administrativa (denominado por la doctrina española como acto de liquidación), se sostuvo que “En primer lugar la determinación precisa el importe de la prestación concorde con su finalidad liquidatoria. En el bien entendido de que no siempre ello ha de traducirse en un ingreso a favor del ente público, sino que puede arrojar un importe coincidente con el ya ingresado por el sujeto, o incluso menor, dando lugar entonces a un derecho de devolución a favor de este último y la correlativa obligación del ente público de rembolsar el exceso. Aparte, por supuesto, de la hipótesis en que por concurrir una exención no se obtenga suma alguna” (Juan Martín Queralt, Carmelo Lozano Serrano, Gabriel Casado Ollero y José M. Tejerizo López, “Curso de derecho financiero y tributario”, 14ta. edición, Ed. Tecnos, Madrid, año 2003, pág. 327). Lo expuesto fue expresamente reconocido –desde antigüo– por el Fisco nacional, toda vez que al dictar la Res. Gral. D.G.I. 2.224/79 (de fecha 27/11/79, vigente a la fecha), dispuso en su art. 1 que “Las devoluciones de pagos o ingresos en exceso podrán solicitarse cuando los saldos acreedores emerjan de determinaciones de oficio ...”.

Que frente a ello se advierte que la autoridad de aplicación se apartó, a los efectos de producir la determinación impositiva impugnada, de las normas fiscales aplicables y su reglamentación, siendo necesario disponer su revocación.

Que ello es así en la medida que las diferencias determinadas en la resolución apelada no se compadecen con el procedimiento establecido por el Código Fiscal (arts. 93, 197 y cs. del t.o. en 2004) y sus normas reglamentarias (Disp. Norm. D.P.R. “B” 1/04 y sus cs., específicamente en su art. 330).

Que de ese modo, analizados los Fs. R-222, a los que remite la resolución determinativa, los saldos a favor del contribuyente no se han proyectado para la cancelación de los restantes períodos fiscales conforme la metodología prevista en el segundo párrafo del art. 93 citado. Cabe advertir, asimismo, que no sólo el contribuyente no adeuda suma alguna al Fisco en los períodos determinados, sino que, por el contrario, luego de canceladas las diferencias a favor del organismo estatal subsisten saldos en su favor.

Que lo expuesto permite arribar a la conclusión que la autoridad de aplicación no se encontraba autorizada a determinar el impuesto prescindiendo de las normas legales y reglamentarias supra citadas, en cuanto las mismas disponen expresamente la obligación de compensar de oficio los saldos a favor del Fisco con aquellos que se determinen a favor del contribuyente, conforme lo prevé el art. 93 del Código Fiscal (t.o. en 2004 y sus cs. anteriores), sin que resulte necesario para ello la adjunción en el caso de ningún comprobante de pago. Esto último, en virtud de que la existencia de los saldos en cuestión ha sido establecida por la propia autoridad de aplicación, con intervención de un funcionario público con competencia para ello y a ellos ha efectuado expresa remisión el juez administrativo interviniente.

Que de ese modo corresponde disponer la revocación de la Res. 1.224/06 dictada por la dictada por la Jefatura del Departamento de Fiscalización Morón, dependiente de la Dirección Adjunta de Fiscalización de la Dirección Provincial de Rentas, lo que así se declara.

Que en virtud de cómo se resuelve el agravio no corresponde el tratamiento de las restantes cuestiones traídas. Sin perjuicio de ello se considera necesario y conveniente dejar sentado que la verificación acerca de la existencia de saldos a favor del contribuyente no obsta a la configuración de la infracción prevista y sancionada por el art. 53 del Código Fiscal (t.o. en 2004 y cs. anteriores), pero su efectivo establecimiento debe quedar supeditado al origen de dichos saldos y a la configuración de diferencias en favor del Fisco en alguna de las posiciones fiscales involucradas, cuando los saldos del contribuyente se proyecten hacia períodos subsiguientes.

Que finalmente respecto de la petición formulada por la representación fiscal acerca de la reliquidación de la multa por los conceptos regularizados por el contribuyente con anterioridad al dictado de la resolución de inicio del procedimiento bajo el régimen autorizado por la Ley 12.914, debe mencionarse que ello excede la competencia revisora de la instancia, en la medida que la aplicabilidad de la norma pretendida –art. 56 del Código Fiscal– al caso de autos, no ha sido ponderada en el dictado del acto administrativo impugnado y su introducción en la instancia resultaría claramente violatoria del derecho de defensa del apelante y de las normas que hacen al resguardo del debido proceso adjetivo, lo que así también se declara.

Disidencia parcial de la Dra. Mónica Viviana Carné: que con el respeto que me merece la opinión de la vocal instructora, Cdra. Silvia Hardoy, debo anticipar que disiento parcialmente con su voto por los fundamentos que a continuación expondré.

El punto central de mi disidencia reside en emitir pronunciamiento respecto de la procedencia o no de la compensación de los saldos acreedores, con los deudores, toda vez que no se encuentra controvertido en autos la existencia de saldos a favor del apelante, su procedencia y la veracidad de los mismos.

Así deviene procedente referenciar el marco normativo sobre el cual se centra la cuestión a resolver. A tal efecto el art. 93 del Código Fiscal (t.o. en 2004) dispone: “La autoridad de aplicación deberá compensar, de oficio o a pedido de los contribuyentes, los saldos acreedores, cualquiera sea la forma o procedimiento en que se establezcan, con las deudas o saldos deudores de gravámenes declarados por los contribuyentes o responsables o determinados por la autoridad de aplicación, comenzando por los más remotos, salvo excepción de prescripción y aunque se refieran a distintas obligaciones impositivas. Se deberá compensar en primer término los intereses, continuando con las multas y los gravámenes, en ese orden”.

En ese sentido he de destacar que la propia dirección en la contestación de agravios obrante a fs. 838/839 expresa “... cabe sí referenciar el error en el que incurre el juez administrativo al intentar sancionar el incumplimiento a obligaciones fiscales cuando en los mismos actuados se detectan anteriores saldos a favor del contribuyente. El efecto de la compensación referenciada hará que desaparezcan los cargos infraccionales efectuados ...”.

De lo expuesto puede derivarse que no existen controversias, entre las partes, en orden a la cuestión de fondo que origina tanto los saldos a favor del Fisco como los saldos a favor del contribuyente. Ello así toda vez que los saldos, tanto acreedores como deudores, fueron reconocidos por la autoridad de aplicación en los Considerandos de la resolución determinativa en crisis. En efecto, dichos importes fueron volcados por la inspección interviniente en los formularios de fiscalización y ajuste impositivo R-113 de fs. 486/489/492/495 y R-222 de fs. 675/678.

Si bien la Res. deteminativa y sancionatoria 1.224/06 establece que la diferencia determinada –a valor histórico– es de pesos dieciséis mil ochocientos veinticinco con dieciocho centavos ($ 16.825,18), monto que proviene exclusivamente de los saldos a favor del Fisco, ello no significa negar la existencia de los créditos en favor del apelante, montos que lucen claramente expuestos en los formularios que se entienden integrativos del acto apelado.

Más aun, en los Considerandos del acto el juez administrativo expresa que “... con relación a lo prescripto por los arts. 93 y 94 del Código Fiscal de la provincia de Buenos Aires, son claros los mismos ... (transcribe el articulado citado) por lo expuesto, no correspondería compensar en esta etapa del procedimiento determinativo, sino una vez que la determinación quede firme ...”.

Considero atinado el temperamento de la autoridad de aplicación, en el sentido de iniciar el procedimiento y determinar los saldos a favor del Fisco, para una vez firme este crédito proceder a la compensación peticionada por el apelante. Recordamos que el art. 93 refiere a saldos “declarados por los contribuyentes o responsables” o bien “determinados por la autoridad de aplicación”, concluyendo que la resolución determinativa en crisis resulta ajustada a derecho, lo que así en primer lugar se declara.

Ahora bien, una vez que el importe de los créditos que detentan las partes adquieran las condiciones de exigibilidad y firmeza, procede en consecuencia la compensación prevista en el art. 93 del Código Fiscal de la provincia de Buenos Aires, t.o. en 2004, debiendo, por lo tanto, la autoridad de aplicación, compensar los saldos acreedores del contribuyente, correspondientes a los períodos fiscales mensuales: 2000/01, 2000/02, 2000/03, 2000/04, 2000/05, 2000/06, cuyo monto total asciende a la suma de pesos dieciséis mil ochocientos veinticinco con dieciocho centavos ($ 16.825,18), con los saldos deudores confirmados por este cuerpo, lo que así se declara.

En lo atinente a la multa por omisión aplicada, la que la Dirección Provincial de Rentas fijara en un veinte por ciento (20%) del monto dejado de oblar por parte del recurrente, en virtud de lo dispuesto en el art. 53 del Código Fiscal, t.o. en 2004, esta Sala ha sostenido que la conducta punible consiste en no pagar o pagar en menos el tributo concretándose la materialidad de la infracción en la omisión del tributo – “Supermercados Mayorista Makro S.A.” de fecha 8/2/02–, en materia de subjetividad, se exige un mínimo, posibilitándose la demostración de un error excusable de hecho o de derecho, todo ello de conformidad con lo establecido en el art. 53 de la ley fiscal.

En cuanto a la inexistencia de culpa a los efectos sancionatorios, es dable recordar que, tal como lo ha sostenido el Tribunal Fiscal de la Nación, la aplicación de esta sanción no requiere la existencia de intención dolosa o de ocultación de bienes o actividades, bastando el hecho de una conducta inexcusable que ha tenido por efecto un pago inferior al que corresponde según las disposiciones legales –T.F.N. 31/8/61 “Laboratorios de Electroquímica Médica” L.L 105-22–. Finalmente, respecto de la figura del error, este cuerpo ha tenido en consideración lo sostenido por la Suprema Corte de la provincia de Buenos Aires: “El Más Alto Tribunal provincial tiene resuelto que esta figura requiere de un incumplimiento razonable, prudente y adecuado a la situación, hallándose exento de pena quien demuestre que, pese a su diligencia y en razón de graves y atendibles circunstancias que acompañaron o precedieron a la infracción, pudo o debió creer que su acción no lesionaría el precepto legal ni el interés del erario” (conf. causas publicadas en D.J.B.A, T. 120, pág. 209, T. 121, pág. 47, T. 122, pág. 337, etcétera).

La existencia de los saldos a favor que invoca, materia de la compensación rogada por el apelante, no obsta la configuración de la infracción por omisión, toda vez que si bien su saldo acreedor resulta anterior al saldo deudor determinado por el Fisco, trasladado éste como pago a cuenta del segundo, aún queda pendiente de integración al Fisco un remanente de impuesto, que alcanza para definir configurado el elemento objetivo requerido, no quedando dudas de la existencia de la omisión de pago de impuesto, lo que surge del propio reconocimiento del apelante en el año 2003 al momento de haber formulado acogimiento al régimen de regularización autorizado por la Ley 12.914, por los períodos 2001/12 a 2002/11, conforme fuera alegado por el representante fiscal a fs. 838/839.

En consecuencia, es mi opinión que por las circunstancias reseñadas supra, la conducta del apelante encuadra en lo previsto en el primer párrafo del art. 56 de la ley fiscal, motivo por el cual la multa dispuesta por el Fisco debe ser reducida a un tercio del mínimo legal, esto es, uno coma sesenta y seis por ciento (1,66%), lo que así se declara.

Con respecto a los agravios esgrimidos por el recurrente con relación a los recargos e intereses, en orden a como ha sido resuelta la causa no corresponde entrar a su tratamiento, lo que así se declara.

Finalmente, con referencia a la responsabilidad solidaria endilgada en autos, el recurrente se agravia al sostener que su accionar como gerente de la firma ha sido idóneo atento a que la supuesta deuda reclamada se encuentra completamente regularizada.

Vale recordar que la solidaridad tributaria implica que dos o más sujetos se encuentran obligados al cumplimiento total de la misma prestación fiscal, así al delinearse la figura del responsable la legislación ha declarado obligado al pago, además del sujeto pasivo del impuesto, a una persona diversa, en razón de una relación de hecho o derecho de éste con el contribuyente.

Los arts. 18 y 21 del C.F. (t.o. en 2004) establecían respectivamente que: “Se encuentran obligados al pago de los gravámenes, recargos e intereses como responsables del cumplimiento de las obligaciones fiscales de los contribuyentes –en la misma forma y oportunidad que rija para éstos las siguientes personas: ... 2. Los integrantes de los órganos de administración, o quienes sean representantes legales, de personas jurídicas, civiles o comerciales; asociaciones, entidades y empresas, con o sin personería jurídica ...”. Asimismo, la ley fiscal disponía que “los responsables indicados ... responden en forma solidaria e ilimitada con el contribuyente por el pago de los gravámenes. Se eximirán de esta responsabilidad solidaria si acreditan haber exigido de los sujetos pasivos de los gravámenes los fondos necesarios para el pago y que éstos los colocaron en la imposibilidad de cumplimiento en forma correcta y tempestiva ...”.

Así a quienes administran o disponen de los fondos de los entes sociales alcanza la responsabilidad por los hechos u omisiones en que incurriesen, derivando de su conducta la solidaridad con los deudores de los gravámenes que establece la ley, bastándole al Fisco con probar la existencia de la representación legal o convencional.

Por medio de la Ley 11.796, vigente a partir del día 26 de junio de 1996 (B.O.: 7/6/96) se sustituyeron –entre otras cuestiones– los arts. 16, 19 y 47 de la Ley 10.397 y sus modificatorias (t.o. en 1994), incorporando el tema de la solidaridad para el pago de las multas de los integrantes de los órganos de administración, cuando la infracción es cometida por personas jurídicas regularmente constituidas, extendiéndose a todos los integrantes cuando se tratare de personas jurídicas irregulares o simples asociaciones.

En el caso de autos, la ausencia de actividad probatoria del recurrente tendiente a acreditar la configuración de eximente prevista en el art. 21 de la ley fiscal, determina la confirmación de la responsabilidad establecida en la resolución en crisis, lo que así se declara.

Que de tal forma, dejo expresado mi voto.

Voto de la Dra. Dora Mónica Navarro: que adhiero al voto de la Dra. Mónica Carné.

Por ello, por mayoría,

SE RESUELVE:

1. Hacer lugar parcialmente al recurso de apelación interpuesto a fs. 726/728 por el Sr. Horacio Domenicone en su carácter de socio gerente y apoderado de “Albosa S.A.”.

2. Reducir a un tercio del mínimo legal la sanción impuesta en el art. 3 de la Res. 1.224/06 dictada por el Departamento Fiscalización Morón de la Dirección Provincial de Rentas (actual A.R.B.A.).

3. Confirmar en lo demás la resolución citada y disponer que la autoridad de aplicación, al momento de practicar la liquidación definitiva de la deuda, efectúe las compensaciones, según lo previsto en el art. 93 del Código Fiscal –t.o. en 2004–, de acuerdo con lo expresado en el voto de la mayoría, y conforme con las pautas allí establecidas. 

Regístrese, notifíquese a las partes mediante cédula y al fiscal de Estado con remisión de las actuaciones. Cumplido devuélvase.

Fdo.: Dres. Silvia Ester Hardoy, vocal 9na. Nominación; Mónica Viviana Carné, vocal 7ma. Nominación; Dora Mónica Navarro, vocal 8va. Nominación.

Ante mí: Dr. Eduardo Aníbal Alza, secretario, Sala III.

Registrada bajo el Nº 1461 – Sala III.

